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SOLICITUD DE ejercicio de la FACULTAD DE ATRACCIÓN 370/2014
solicitante: PROCURADOR GENERAL DE LA REPÚBLICA

ponente: ministro JOSÉ RAMÓN COSSÍO DÍAZ
secretariA ADJUNTA: luz helena orozco y villa

S U M A R I O

El asunto tiene origen en dos solicitudes de acceso a la información que presentó la asociación civil Fundación para la Justicia y el Estado Democrático de Derecho a la Procuraduría General de la República mediante el Sistema de Solicitudes de Información INFOMEX-Gobierno Federal. En la primera solicitud, la asociación civil pidió que le informara la cantidad de restos que están pendientes de identificar de los correspondientes a la masacre de setenta y dos migrantes ocurrida entre el veintidós y veintitrés de agosto de dos mil diez en Tamaulipas, de los restos localizados en cuarenta y nueve fosas clandestinas de San Fernando, Tamaulipas en abril de dos mil once y de los restos localizados en Cadereyta, Nuevo León, en mayo de dos mil doce. En la segunda solicitud, la asociación civil pidió copia del expediente donde se contiene la investigación relativa a los hechos referidos. La citada Procuraduría respondió a las solicitudes el veintinueve y treinta de abril de dos mil trece. Inconforme con dicha respuesta, la solicitante interpuso dos recursos de revisión ante el Instituto Federal de Acceso a la Información y Protección de Datos, órgano que resolvió en el sentido de sobreseer en parte el recurso y modificar la respuesta otorgada por el sujeto obligado. En contra de dicha resolución, la entonces recurrente promovió un juicio de amparo. El Juez de Distrito que conoció del asunto dictó sentencia en la que determinó conceder el amparo a la quejosa, al considerar, en lo medular, que el Instituto obligado violó el derecho al acceso a la información pública en relación a la fundación quejosa, y por ende, que esta última debe obtener una versión pública de las averiguaciones previas solicitadas. Las partes interpusieron recursos de revisión, los cuales tramitó el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito (123/2014), cuyo procedimiento se suspendió debido a la solicitud del ejercicio de la facultad de atracción que formula el Procurador General de la República a esta Suprema Corte de Justicia de la Nación.
C U E S T I O N A R I O
¿La solicitud cumple con los requisitos formales para el ejercicio de la atracción por parte de la Suprema Corte de Justicia de la Nación?  ¿El amparo en revisión 123/2014 del índice del Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito reviste los requisitos materiales de importancia y trascendencia para que esta Suprema Corte de Justicia conozca del asunto?
México, Distrito Federal. La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la sesión correspondiente al día tres de septiembre de dos mil catorce emite la siguiente:
R E S O L U C I Ó N 

Mediante la que se resuelven los autos relativos a la solicitud de ejercicio de la facultad de atracción 370/2014 para conocer del amparo en revisión 123/2014 del índice del Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito.

I. ANTECEDENTES

1. Solicitudes de acceso a la información
. El primero de abril de dos mil trece, Fundación para la Justicia y el Estado Democrático de Derecho, Asociación Civil, presentó dos solicitudes de acceso a la información mediante el Sistema de Solicitudes de Información, INFOMEX-Gobierno Federal por medio de las cuales le pidió a la Procuraduría General de la República lo siguiente:

a) Solicitud con número de folio 0001700103813. Informar la cantidad de restos que están pendientes de identificar de los correspondientes a la masacre de los setenta y dos migrantes ocurrida entre el veintidós y veintitrés de agosto de dos mil diez en Tamaulipas, de los restos localizados en cuarenta y nueve fosas clandestinas de San Fernando, Tamaulipas, en abril de dos mil once y de los restos localizados en Cadereyta, Nuevo León, en mayo de dos mil doce. Además, solicitó se le indicara en dónde se encuentran físicamente los restos que están pendientes de identificar.
b) Solicitud con número de folio 0001700105113. Entregar copia del expediente de la Procuraduría General de la República donde se contiene la investigación relativa a la masacre de cuarenta y nueve personas ocurrida en mayo de dos mil doce y cuyos restos fueron localizados en Cadereyta, Nuevo León, los setenta y dos migrantes en Tamaulipas y las cuarenta y nueve fosas en San Fernando, indicando que, por ser casos que implican graves violaciones a los derechos humanos, estos documentos deben ser públicos.
2. Respuesta a las solicitudes de acceso a la información. El veintinueve de abril de dos mil trece, la Procuraduría General de la República respondió la solicitud de acceso a la información con número de folio 0001700103813 y adjuntó copia de diversos documentos
. La respuesta fue en los siguientes términos:

[…] Con fundamento en el artículo 42 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, la información solicitada está disponible públicamente para su consulta:

Dirección de Internet donde se encuentra la información:
ME PERMITO COMUNICARLE QUE LA INFORMACIÓN SE ENCUENTRA DISPONIBLE PÚBLICAMENTE, LA CUAL PUEDE SER CONSULTADA EN EL PORTAL DE LA INSTITUCIÓN http://www.pgr.gob.mx
Publicación en donde se encuentra la información: 0

Lugar donde se puede consultar: 0 […]”

3. El treinta de abril de dos mil trece, la Procuraduría General de la República respondió la solicitud de acceso a la información con número de folio 0001700105113 y adjuntó copia de diversos documentos
. La respuesta se emitió en los siguientes términos:

“[…] Con fundamento en el artículo 42 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, la información solicitada está disponible públicamente para su consulta:

Dirección de Internet en donde se encuentra la información: www.pgr.gob
Publicación en donde se encuentra la información: www.pgr.gob

Lugar donde se puede consultar: www.pgr.gob […]”

4. Recursos de revisión. Inconforme con las anteriores respuestas, la solicitante interpuso dos recursos de revisión, los cuales se recibieron el veinte de mayo de dos mil trece en el Instituto Federal de Acceso a la Información y Protección de Datos (en lo sucesivo, “IFAI”). 

5. El veinte de mayo de dos mil trece, el Comisionado Presidente del IFAI registró el escrito interpuesto en contra de la respuesta a la solicitud de acceso con número de folio 0001700103813 con el número de expediente RDA 2486/13 y el diverso escrito interpuesto en contra de la respuesta a la solicitud de acceso con número de folio 0001700105113 con el número de expediente RDA 2491/13. Posteriormente, la Comisionada Ponente acordó la admisión de los referidos recursos; el primero, el treinta de mayo de dos mil trece, y el segundo, el veintiocho de mayo del referido año.

6. Previos trámites de ley, el primero de octubre de dos mil trece
 el Pleno del IFAI resolvió el recurso de revisión RDA 2486/13 y su acumulado RDA 2491/13, en el sentido de a) sobreseer respecto de la cantidad de cuerpos que se encuentran pendientes de identificar respecto de los tres eventos, b) confirmar la clasificación invocada por el sujeto obligado respecto de los expedientes de las averiguaciones previas y c) revocar la clasificación invocada por la autoridad sobre el lugar de ubicación de los restos
. 

7. Juicio de Amparo. La solicitante, Fundación para la Justicia y el Estado Democrático de Derecho, Asociación Civil, por conducto de su representante legal, promovió una demanda de amparo en contra de 

la resolución recaída al recurso de revisión arriba señalado, mediante escrito presentado el doce de diciembre de dos mil trece en la Oficina de Correspondencia Común de los Juzgados de Distrito en Materia Administrativa en el Distrito Federal.

8. La quejosa reclamó en su demanda de amparo la determinación del IFAI, al haber confirmado la clasificación de reserva de información solicitada a la Procuraduría General de la República, por considerar que se actualiza la causal de reserva dispuesta en el artículo 14, fracciones I y IIII, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en relación con el artículo 16 del Código Federal de Procedimientos Penales, y omitiendo aplicar la excepción de reserva dispuesta en el último párrafo del artículo 14 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental. 

9. Por ello, señaló como derechos fundamentales violados los previstos en los artículos 1 y 6 de la Constitución Federal; 18, 20 y 24 de la Ley General de Víctimas; 8 y 13 de la Convención Americana de Derechos Humanos; 19 de la Declaración Universal de Derechos Humanos y 19 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.

10. Dicho juicio fue admitido por el Juez Octavo de Distrito en Materia Administrativa en el Distrito Federal con el número de expediente 1371/2013, mediante acuerdo de dieciséis de diciembre de dos mil trece.

11. Previos trámites de ley, el treinta y uno de enero de dos mil catorce tuvo verificativo la audiencia constitucional y el juzgador federal dictó sentencia el once de abril de la referida anualidad en la que determinó conceder el amparo a la quejosa, al considerar, en lo medular, que el IFAI violó el derecho al acceso a la información pública en relación a la fundación quejosa, y por ende esta última debe obtener una versión pública de las averiguaciones previas solicitadas. Los efectos del amparo fueron los siguientes:

“Con fundamento en el artículo 1° de la Constitución Federal, así como con el Capítulo VI (derecho a la reparación integral) de la Ley General de Víctimas y los ‘Principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos y de violaciones graves del derecho internacional humanitario a interponer recurso y obtener reparaciones’ de las Naciones Unidas, se concede el amparo para los siguientes efectos:

a. Al establecerse prima facie que existieron violaciones graves de derechos humanos para efectos del acceso a la información pública de la averiguación en contra de la población migrante, ese simple reconocimiento es en sí (sic) misma una forma de reparación de acuerdo a la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.
b. El Instituto Federal de (sic) Derecho a la Información y Protección de Datos deje sin efectos la resolución de 1 de octubre de 2013 y en su lugar dicte otra, en la que reitere las consideraciones que no fueron materia de este juicio de amparo, y ordene a la PGR entregar una versión pública de las averiguaciones previas solicitadas por la fundación quejosa el 1 de abril de 2013, en el entendido que dicha versión pública que se entregue deberá garantizar en forma adecuada el derecho a la información pública.
c. El Instituto Federal de (sic) Derecho a la Información y Protección de Datos se abstenga de utilizar como fundamento el artículo 16 del Código Federal de Procedimientos Penales ni cualquier otra norma secundaria de contenido análogo para negar el acceso a la información de averiguaciones previas sobre hechos que versen sobre violaciones graves de derechos humanos.”

12. Recursos de revisión. En contra de la sentencia de amparo, interpusieron recurso de revisión la Procuraduría General de la República, por conducto de la Directora de Amparo y Contencioso Administrativo en la Dirección General de Asuntos Jurídicos
; el IFAI, por conducto del Comisionado Presidente
; y el Agente del Ministerio Público de la Federación
. Lo anterior, mediante escritos presentados el primero, el dos de mayo y los dos últimos el seis de mayo, todos de dos mil catorce, en la Oficina de Correspondencia Común de los Juzgados de Distrito en Materia Administrativa en el Distrito Federal. 

13. Por razón de turno correspondió conocer de los recursos de revisión referidos al Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, cuya Presidenta en funciones los admitió y ordenó su registro con el número 123/2014, por auto de veinte de mayo de dos mil catorce.

14. Fundación para la Justicia y el Estado Democrático de Derecho, Asociación Civil, por conducto de su representante legal, interpuso revisión adhesiva mediante escrito presentado el veintiocho de mayo de dos mil catorce en la Oficina de Correspondencia Común de los Tribunales Colegiados en Materia Administrativa del Primer Circuito.
 El Presidente del Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito admitió la adhesión al recurso de revisión mediante acuerdo de tres de junio de dos mil catorce.

II. TRÁMITE

15. Solicitud y trámite del ejercicio de la facultad de atracción. El Procurador General de la República solicitó al Presidente de este Alto Tribunal el ejercicio de la facultad de atracción para conocer del amparo en revisión 123/2014 del índice del Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, mediante oficio presentado el cuatro de junio de dos mil catorce en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación.
16. La Presidenta en funciones de la Suprema Corte de Justicia de la Nación registró el expediente de la solicitud de ejercicio de la facultad de atracción 370/2014, lo admitió a trámite y ordenó suspender el procedimiento en el amparo en revisión 123/2014 del índice del Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito; así como comunicar lo anterior a dicho órgano colegiado. Además, consideró que la materia de la solicitud era administrativa, por lo que remitió el escrito de referencia a la Segunda Sala. Lo anterior, mediante acuerdo de nueve de junio de dos mil catorce.

17. El Presidente de la Segunda Sala ordenó requerir al órgano colegiado para que remitiera el amparo en revisión 123/2014 y  el juicio de amparo 1371/2013, mediante acuerdo de trece de junio de dos mil catorce.

18. Fundación para la Justicia y el Estado Democrático de Derecho, A.C., por conducto de su representante legal solicitó a esta Primera Sala la facultad de atracción para conocer del amparo en revisión 123/2014, mediante escrito presentado el trece de junio de dos mil catorce en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación. Además, refirió la conexidad existente con la diversa solicitud de facultad de atracción 338/2014, radicada en esta Primera Sala.
19. La Presidenta en funciones de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ordenó turnar la solicitud de ejercicio de la facultad de atracción a la Ministra Margarita Beatriz Luna Ramos y remitir los autos a la Segunda Sala, mediante acuerdo de veintitrés de junio de dos mil catorce.
 Por acuerdo de ocho de julio del referido año, el Presidente de la Segunda Sala determinó remitir el asunto a esta Primera Sala para su resolución.

20. La Presidenta en funciones de la Suprema Corte de Justicia de la Nación tuvo por recibida la solicitud de ejercicio de la facultad de atracción 370/2014, ordenó el turno del asunto a la Ponencia del Ministro José Ramón Cossío Díaz, y ordenó el envío de los autos a esta Primera Sala, para que su Presidente dictara el trámite correspondiente.
 

21. El Presidente de esta Primera Sala se avocó al conocimiento del presente asunto mediante acuerdo dictado el catorce de agosto de dos mil catorce.

III. COMPETENCIA

22. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para resolver si ejerce o no la facultad de atracción para conocer del amparo en revisión 123/2014 del índice del Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 107, fracción VIII, penúltimo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 85 de la Ley de Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 21, fracción II, inciso b), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en concordancia con lo dispuesto en los puntos Segundo en relación con el Tercero del Acuerdo General 5/2013 del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicado en el Diario Oficial de la Federación el veintiuno de mayo de dos mil trece.

IV. LEGITIMACIÓN

23. La solicitud de ejercicio de la facultad de atracción proviene de parte legítima, en términos de los artículos 107, fracción VIII, penúltimo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 85, párrafo segundo, de la Ley de Amparo vigente, toda vez que fue formulada por el Procurador General de la República. 

V. CONSIDERACIONES Y FUNDAMENTOS 

24. Materia de estudio. La cuestión que debe resolverse en el presente asunto consiste en determinar si debe o no ejercerse la facultad de atracción para conocer del amparo en revisión 123/2014 del índice del Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito. De este modo, las preguntas a responder serán las siguientes:

· ¿La solicitud cumple con los requisitos formales para el ejercicio de la atracción por parte de la Suprema Corte de Justicia de la Nación? 
· ¿El amparo en revisión 123/2014 del índice del Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito reviste los requisitos materiales de importancia y trascendencia para que esta Suprema Corte de Justicia conozca del asunto?
25. A fin de dar contestación, es preciso identificar, además de los antecedentes del caso que ya quedaron precisados en el apartado primero de esta resolución, a) los conceptos de violación esgrimidos por la quejosa en su demanda de amparo; b) las consideraciones del Juez de Distrito para otorgar la protección solicitada en el expediente del juicio de amparo indirecto 1371/2013, c) los agravios hechos valer en los recursos de revisión interpuestos y d) las razones del Procurador General de la República para solicitar la facultad de atracción, los cuales se sintetizan a continuación.  
26. Conceptos de violación. En su demanda de amparo, la quejosa formuló cinco conceptos de violación en los cuales planteó, en síntesis, los siguientes argumentos:
26.1. En el primer concepto de violación señaló que la resolución al recurso de revisión RDA 2486/2013 viola lo dispuesto en el artículo 6, apartado A, fracción I, de la Constitución Federal en relación con el último párrafo del artículo 14 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, toda vez que el IFAI omitió proceder con la excepción de la reserva de información cuando se trata de la investigación de violaciones graves a los derechos humanos, violando con ello el principio de máxima publicidad y en consecuencia el derecho al acceso a la información.

26.2. Sostuvo que toda la información en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo federal, estatal y municipal es pública, salvo aquella que por cuestiones de interés público debe reservarse. En ese sentido, afirmó que aun en caso de duda sobre el carácter reservado de la información, la autoridad debe optar por su publicidad. 
26.3. En apoyo a sus manifestaciones citó la tesis de rubro siguiente: “INFORMACIÓN PÚBLICA. ES AQUELLA QUE SE ENCUENTRA EN POSESIÓN DE CUALQUIER AUTORIDAD, ENTIDAD, ÓRGANO Y ORGANISMO FEDERAL, ESTATAL Y MUNICIPAL, SIEMPRE QUE SE HAYA OBTENIDO POR CAUSA DEL EJERCICIO DE FUNCIONES DE DERECHO PÚBLICO”, así como las consideraciones del Caso Gomes Lund y otros vs Brasil de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.

26.4. Señaló que el acceso a la información implica maximizar la adquisición y flujo de información hacia todos los ciudadanos, y no optar por la secrecía y opacidad. Precisó que cuando hay una excepción a la publicidad, se requiere de: (i) la existencia de una normativa que dé lugar a la excepción, (ii) que la excepción se base en el bien común, y (iii) que la misma deba ser necesaria en una sociedad democrática. Al respecto citó las consideraciones del caso Claude Reyes y otros vs. Chile. 

26.5 Afirmó que el artículo 14 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental prevé que no puede invocarse el carácter de reservado cuando se trate de la investigación de violaciones graves de derechos fundamentales o de delitos de lesa humanidad. Al respecto, manifestó que en los expedientes (averiguaciones previas) solicitados constan las investigaciones sobre hechos en los que considera hay violaciones graves de derechos humanos.
26.6. Precisó que de conformidad con el amparo en revisión 168/2011 de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación el IFAI puede, sin prejuzgar el asunto, hacer un pronunciamiento prima facie de que los hechos son constitutivos de una violación grave de derechos humanos y de esa manera privilegiar el principio de máxima publicidad. 

26.7 Sostuvo que hay casos que por su gravedad afectan a toda una colectividad y a la sociedad por lo que hay una excepción a la restricción de la información, y aseveró que precisamente al transparentarse la información, la sociedad se convierte en un órgano de control y de vigilancia ciudadana sobre hechos que le están afectando, pues aun cuando no existe pronunciamiento previo de la autoridad competente sobre la existencia de dichas violaciones graves, existe la duda de que los hechos sujetos de investigación pueden serlo.

26.8. En ese sentido, se refirió a los hechos que originaron las solicitudes de información y señaló que por el número de víctimas, la intensidad, amplitud, generalidad y frecuencia de los hechos, su prolongación en el tiempo y la participación del Estado, el IFAI debió considerar que los hechos son constitutivos de violaciones graves a derechos humanos, de acuerdo con los lineamientos de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y la Corte Interamericana de Derechos Humanos. 

26.9. En el segundo concepto de violación adujo que la resolución del IFAI violó el principio de legalidad dispuesto en el artículo 16 constitucional ya que se realizó una incorrecta fundamentación y motivación al aplicar al caso la reserva dispuesta en el artículo 14, fracciones I y III de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en relación con el artículo 16 del Código Federal de Procedimientos Penales.

26.10. Al respecto, sostuvo que los tres casos que originaron su solicitud de información versan sobre la investigación de hechos que pueden ser constitutivos de violaciones graves a derechos humanos por lo que la normatividad aplicable al caso concreto es el último párrafo del artículo 14 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental y no el artículo 14, fracciones I y III de la referida Ley en relación con el artículo 16 del Código Federal de Procedimientos Penales. Por lo anterior, señaló que el IFAI motivó la aplicabilidad de dichos supuestos discriminando la posibilidad de actualización de la excepción de reserva y sin hacer mención alguna de los motivos, razones y circunstancias que ameritan la reserva de información.
26.11. Adujo que el IFAI fue más allá de lo que la ley señala, por lo que violó el principio de legalidad y restringió el derecho de acceso a la información, al argumentar que la reserva puede ser invocada únicamente cuando exista pronunciamiento previo de autoridad competente que califique los hechos como violaciones graves a derechos humanos. Además —agregó la asociación civil—, de que el IFAI argumentó que la excepción de reserva puede ser invocada cuando el tipo penal que se investigue sea el tipificado por los artículos 149 y 149 Bis del Código Penal Federal, pues no existe fuente derecho que amerite tal afirmación. En ese sentido, señaló que era incongruente el argumento del IFAI sobre su incompetencia para calificar las violaciones graves a derechos humanos pues en ningún momento fue motivo de la litis.
26.12. En el tercer concepto de violación,  sostuvo que el acto reclamado transgrede el artículo 1° de la Constitución Federal, en relación con los artículos 6 constitucional, 19 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, 19 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, así como el artículo 13 de la Convención Americana de Derechos Humanos, toda vez que el IFAI como órgano revisor y garante del acceso a la información no ejerció el control de convencionalidad al que está obligado y no procuró de manera amplia el acceso a la información, al confirmar la clasificación de reserva de información.

26.13. Refirió que el acceso a la información es una garantía que tiene la sociedad de ejercer su derecho a la verdad sobre violaciones graves a derechos humanos por lo que la justicia y la información no interesa exclusivamente a las víctimas, pues la información pública reviste una garantía social que rebasa el ámbito individual de la víctima pues habilita a la sociedad para ejercer un control institucional.

26.14. Señaló que la resolución del IFAI omitió realizar un riguroso control de convencionalidad, pues no satisface el acceso a la información pública relacionada con violaciones a los derechos humanos y vulnera a la sociedad en su conjunto. 
26.15. En el cuarto concepto de violación adujo que los actos reclamados violan el derecho que tiene toda víctima, y de manera general de la sociedad mexicana, de conocer los hechos constitutivos de delito y de las violaciones a derechos humanos, la identidad de los responsables, las circunstancias que propiciaron su comisión y la verdad histórica de los hechos, así como el derecho que tienen las organizaciones civiles de consultar libremente los archivos relativos a las violaciones de derechos humanos.

26.16. Al respecto, citó los artículos del “Capítulo V del Derecho a la verdad” de la Ley General de Víctimas y en este sentido indicó que el derecho a la verdad y el derecho a la justicia son indispensables para terminar con la impunidad por las violaciones graves de los derechos humanos, y en todos los casos, respetar dicho derecho es una forma de advertir a los demás que las violaciones no pueden permanecer ocultas por mucho tiempo. Por ello refirió al conjunto de principios contra la impunidad y las consideraciones del Caso Gomes Lund y otros de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.

26.17. En el quinto concepto de violación afirmó que la resolución del IFAI violó el debido proceso, pues en su elaboración, el órgano celebró una “audiencia de acceso” sin que estuvieran todas las partes presentes y por ello no pudo escuchar en igualdad de condiciones lo que en esa reunión se habló, con lo cual afirmó que se rompió con el equilibrio procesal e igualdad de las partes que debe conservar cualquier proceso, pues se estaban determinado aspectos relacionados con derechos directamente relacionados y no contó con la información para participar y defenderse en el proceso.
27. Resolución de amparo. En el fallo constitucional, el Juez Octavo de Distrito en Materia Administrativa en el Distrito Federal, resolvió otorgar el amparo a la quejosa. Para ello, desarrolló los principios, valores y derechos fundamentales que consideró se encontraban en juego para concluir que en el caso el Instituto Federal de Acceso a la Información y Protección de Datos violó el derecho al acceso a la información pública en relación a la fundación quejosa. Las consideraciones que sostuvo son, en síntesis, las siguientes:
27.1. En primer lugar, estudió el contenido del derecho de acceso a la información y la rendición de cuentas en casos de averiguaciones previas que investiguen violaciones graves a derechos humanos. Al respecto, señaló que para que exista un sistema consolidado en la rendición de cuentas, es necesario un sistema abierto de información pública, la cual tiene como fin que los gobernados ejerzan un control respecto del funcionamiento institucional de los poderes públicos, por lo que se perfila como un límite a la exclusividad estatal en el manejo de la información y, por ende, como una exigencia social de todo Estado de Derecho. 
27.2. En segundo lugar, desarrolló diversas consideraciones en torno al derecho a la verdad en casos de graves violaciones a los derechos humanos y concluyó que de conformidad con el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, así como de las decisiones de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en casos de graves violaciones a derechos humanos, una forma de reparación constituye que tanto a los familiares de las víctimas, así como a la sociedad en su conjunto, conozcan la verdad de dichos hechos a través del acceso a la información.

27.3. En tercer lugar, analizó el límite a la información pública en la reserva de las averiguaciones previas. Para ello, señaló precedentes del Tribunal Pleno y de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en donde se ha interpretado directa e indirectamente el artículo 16 del Código Federal de Procedimientos Penales. En ese sentido se refirió a la acción de inconstitucionalidad 49/2009, la acción de inconstitucionalidad 26/2009 y al amparo en revisión 173/2012.
27.4. En cuarto lugar, formuló consideraciones en torno al acceso a la información, aun tratándose de averiguaciones previas, en casos en que se investiguen hechos que constituyan graves violaciones a derechos humanos, lo que denominó “la excepción a la excepción” que, a su parecer, consistente en que, de conformidad con lo dispuesto en el último párrafo del artículo 14 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, no puede alegarse el carácter de reservado cuando la averiguación previa investigue hechos constitutivos de graves violaciones a derechos humanos o delitos de lesa humanidad. 

27.5. Por ello señaló que resultaba inexacto lo argumentado por la Procuraduría General de la República y el IFAI en el sentido de que las averiguaciones previas y todo lo que esté relacionado con ellas, independientemente de su contenido o naturaleza, se consideran estrictamente reservados, pues dicha afirmación soslaya la excepción a la excepción que planteó.

27.6. Sostuvo que las averiguaciones previas se mantienen reservadas en atención a que la difusión de la información contenida en ellas podría afectar la persecución de delitos y, con ello, al sistema de impartición de justicia. A pesar de lo anterior, la ley previó como excepción a la reserva de las averiguaciones previas aquellos casos extremos en los cuales el delito perseguido es de tal gravedad que el interés público en mantener la averiguación previa en reserva se ve superado por el interés de la sociedad en su conjunto de conocer todas las diligencias que se estén llevando a cabo para la oportuna investigación, detención, juicio y sanción de los responsables. 

27.7. Señaló que en ese sentido lo reconoció la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en el amparo en revisión 168/2011, donde se consideró que los casos de excepción son las investigaciones sobre graves violaciones a derechos humanos; y delitos o crímenes de lesa humanidad.

27.8. Afirmó que cobra especial relevancia permitir el acceso a la información que conste en averiguaciones previas que investiguen hechos que constituyan graves violaciones a derechos humanos o crímenes de lesa humanidad, pues estos supuestos no sólo afectan a las víctimas y ofendidos en forma directa por los hechos antijurídicos, sino que ofenden a toda la sociedad, precisamente por su gravedad y por las repercusiones que implican.

27.9. Indicó que en ese sentido se pronunció la Corte Interamericana de Derechos Humanos, al resolver el Caso Radilla Pacheco vs México, al interpretar el artículo 14, fracción III de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Público Gubernamental, pues sostuvo que no se considera información reservada las averiguaciones previas que investiguen violaciones graves a derechos humanos.
27.10. En quinto lugar, precisó el concepto de las violaciones graves a derechos humanos y los delitos de lesa humanidad a fin de dotar de contenido al artículo 14 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental.

27.11. Señaló que el Título Tercero del Código Penal Federal tipifica como delitos “contra la humanidad” la violación a los deberes de humanidad (respecto de prisioneros y rehenes de guerra) y el genocidio. Además, el Estado mexicano ratificó el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, adoptado en la capital italiana el diecisiete de julio de mil novecientos noventa y ocho.

27.12. Por lo anterior, precisó que se considera como crimen de lesa humanidad cualquiera de los delitos incluidos en el catálogo previsto en el artículo 7°, párrafo primero, del Estatuto de Roma –que incluye la desaparición forzada de personas– siempre y cuando se cometa como parte de un ataque generalizado o sistemático contra una población civil y con conocimiento de dicho ataque; entendiendo por ataque generalizado contra la población civil la línea de conducta que implique la comisión de actos mencionados en el catálogo de referencia contra una multiplicidad de personas dentro de dicha población; mientras que por sistematizado debe entenderse que los actos se cometan de conformidad con la política de un Estado o de una organización de cometer esos actos o para promover esa política, es decir, en seguimiento de un plan preconcebido, que excluiría a aquellos actos cometidos al azar.

27.13. Por otra parte, sostuvo que del análisis de las consideraciones de la Corte Interamericana de Derechos Humanos se desprendía  que la clasificación de violaciones a derechos humanos como “graves” atiende más a criterios cualitativos que cuantitativos. 

27.14. Además precisó que aun y cuando en muchos casos dichas violaciones sí se presentan en contextos generalizados de violencia, consideró que la “gravedad” radica, esencialmente en que se presenten una  multiplicidad de violaciones comprendidas dentro del fenómeno delictivo; especial magnitud de las violaciones en relación a la naturaleza de los derechos afectados; y una participación importante del Estado (al ser los actos cometidos por agentes estatales o con la aquiescencia, tolerancia o apoyo del Estado). 

27.15. En sexto lugar, tomó en consideración las decisiones del sistema universal, interamericano e interno para la protección de los derechos humanos sobre los casos de los secuestros y asesinatos de los migrantes en México. En ese sentido, indicó las decisiones de los organismos nacionales e internacionales, en concreto, el Informe Especial de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos sobre los casos de secuestro en contra de migrantes de 2009 y 2011; el Comité de Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares de las Naciones Unidas; las Observaciones preliminares de la Relatoría sobre los derechos de los migrantes de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos; y finalmente, las  Observaciones preliminares sobre la visita oficial a México del Relator Especial sobre ejecuciones extrajudiciales, sumarias o arbitrarias de las Naciones Unidas. 
27.16. Al respecto, concluyó que existe un consenso por parte de los organismos nacionales e internacionales sobre las graves violaciones a derechos humanos cometidas en contra de los migrantes, entre ellas, desapariciones forzadas, tortura y homicidios; así como que ocurrieron con la inactividad, aquiescencia y tolerancia, e inclusive participación, de elementos de seguridad de nuestro país.

27.17. Con base en las consideraciones relatadas, el Juez de Distrito estimó que se violó en perjuicio de la fundación quejosa el derecho al acceso a la información, por las siguientes razones:
27.18. El juzgador consideró que el IFAI sí tiene facultades para pronunciarse prima facie sobre violaciones graves de derechos humanos respecto de los hechos consignados en averiguaciones previas, únicamente para efectos de asumir y ejercer sus propias competencias en materia de acceso a la información de las averiguaciones previas.

27.19. Al respecto, el juzgador se apoyó en las consideraciones de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación desarrolladas en el amparo en revisión 168/2011 y señaló que dicha Sala asentó que la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública establece que las averiguaciones previas sobre hechos posiblemente constitutivos de graves violaciones a derechos humanos o delitos de lesa humanidad carecen del carácter de información reservada. 
27.20. De manera puntual, precisó que esto no quiere decir que el IFAI cuente con facultades para determinar si se han actualizado las hipótesis antes descritas, ni quiénes serían los responsables; sin embargo, apuntó que el IFAI sí tiene competencia para pronunciarse prima facie sobre el hecho consistente en si una averiguación previa versa o no sobre violaciones graves a derechos humanos, aunque exclusivamente para efectos de brindar o no acceso a la información solicitada.

27.21. Ahora bien —sostuvo el juez—, toda vez que el IFAI, contrario a Derecho indicó que carece de facultades para pronunciarse sobre las violaciones graves de derechos humanos en las averiguaciones previas,  en atención al artículo 1° constitucional, respecto al deber de respetar los derechos humanos dentro del ámbito de sus competencias, el juzgador estimó estar facultado para pronunciarse sobre las violaciones graves de derechos humanos tal como             —explicó— lo reconoció la Primera Sala del Alto Tribunal en el amparo en revisión 168/2011, en que consideró que la calificación de los hechos dentro de alguna de las categorías en comento puede realizarse por la autoridad judicial competente.
27.22. Por otra parte, respecto a las violaciones graves de derechos humanos de los migrantes para efectos del acceso a la información de las averiguaciones previas, el juez sostuvo que en el caso en concreto, a la luz del derecho fundamental a la verdad, los migrantes han sido objeto de violaciones graves de derechos humanos tal como lo pusieron de manifiesto la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, el Comité de Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares de las Naciones Unidas, las Observaciones preliminares de la Relatoría sobre los derechos de los migrantes de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, y el Relator Especial sobre ejecuciones extrajudiciales, sumarias o arbitrarias de las Naciones Unidas. Señaló que dichas instancias documentaron actos per se generadores de violaciones graves de derechos humanos, tales como desapariciones forzadas, tortura, homicidio, violación y abuso sexual y secuestro, cometidas en contra de una población en específico que es la población migrante.
27.23. En consecuencia, consideró que se satisfacen los requisitos señalados por la Corte Interamericana de Derechos Humanos y por la Suprema Corte de Justicia de la Nación para evidenciar una violación grave de derechos humanos: a) multiplicidad de violaciones comprendidas dentro del fenómeno delictivo, pues los migrantes en distintas situaciones y diversos estados han sido víctimas de la delincuencia organizada; y en este sentido, se han encontrado diversos restos de los migrantes en fosas clandestinas en diversos puntos del país como en San Fernando, Tamaulipas y en Cadereyta, Nuevo León; b) especial magnitud de las violaciones en relación a la naturaleza de los hechos afectados, pues se han documentado diversas violaciones especialmente graves de derechos humanos, tales como desapariciones forzadas, tortura, homicidio, violación y abuso sexual, y secuestro en contra de los migrantes; y c) la participación importante del Estado, pues la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, el Comité de Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares de las Naciones Unidas, las Observaciones preliminares de la Relatoría sobre los derechos de los migrantes de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, y el Relator Especial sobre ejecuciones extrajudiciales, sumarias o arbitrarias de las Naciones Unidas, han expresado la aquiescencia, tolerancia e inclusive se ha advertido la participación de agentes estatales en dichos acontecimientos.
27.24. Por lo anterior, consideró prima facie que sí existieron violaciones graves a los derechos humanos exclusivamente para efectos del acceso a la información sobre las averiguaciones previas en relación a los hechos acontecidos en San Fernando, Tamaulipas y en Cadereyta, Nuevo León.

27.25. Señaló que inclusive, si el IFAI tenía dudas al respecto, las autoridades deben regirse por los principios de buena fe, de máxima divulgación como lo señaló la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Gomes Lund vs Brasil.
27.26. Por otra parte realizó el control oficioso del artículo 16 del Código Federal de Procedimientos Penales, precepto en el que el IFAI sustentó su decisión, el cual ha sido declarado inconstitucional por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación al violar el derecho a la información.

27.27. Asimismo, apoyó sus consideraciones en la tesis 1a. CCXVI/2013 (10a.) de la Primera Sala del Alto Tribunal de rubro “AVERIGUACIÓN PREVIA. LA RESTRICCIÓN A SU ACCESO PREVISTA EN EL ARTÍCULO 16, PÁRRAFOS SEGUNDO, TERCERO Y SEXTO, DEL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, ES DESPROPORCIONAL”.
27.28. Por ello, consideró que el IFAI violó el derecho a la debida fundamentación y motivación del acto reclamado, pues basó su decisión en el artículo 16 del Código Federal de Procedimientos Penales y por ende, omitió fundar y motivar la prevalencia en el caso de la divulgación de la averiguación previa por las violaciones graves a los derechos humanos.

27.29. Finalmente, formuló diversas conclusiones en el sentido de que cuando existan violaciones graves a derechos humanos, éstas afectan a toda la colectividad, por lo que debe operar una excepción a la restricción de la información de las averiguaciones previas, puesto que la sociedad está interesada en conocer la verdad histórica de los hechos, y exigir la rendición de cuentas para que la investigación sea llevada con la debida diligencia a fin de sancionar y enjuiciar a las responsables, y de esta manera, evitar la impunidad y la repetición de dichos actos en el futuro.

27.30. Refirió que hay casos que por su gravedad afectan a toda la sociedad, y en estos casos debe operar una excepción a la restricción de la información de las averiguaciones previas porque la misma sociedad, al transparentarse la información, se convierte en un órgano de control y de vigilancia ciudadana sobre estos hechos que le están afectando a fin de respetar el derecho a la verdad de toda la sociedad.

En ese sentido, señaló que sólo con la máxima publicidad se garantiza que los ciudadanos tengan la información sobre lo que de manera indirecta les está afectando. 

27.31. Por todo lo anterior, concedió el amparo a la quejosa para que pueda obtener una versión pública de dichas averiguaciones previas, precisando que dicha versión tendría que proteger la identidad de las víctimas e imputados, incluyendo la presunción de inocencia de estos últimos, de conformidad con el artículo 43 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental. 
28. Recursos de revisión. Como ya se mencionó, la Procuraduría General de la República, el IFAI y el Ministerio Público, interpusieron sendos recursos de revisión. 

29. Procuraduría General de la República. La autoridad recurrente cuestiona la sentencia del Juez de Distrito ofreciendo los siguientes razonamientos:

29.1. En el primer agravio, que el Juez de Distrito no establece en forma debidamente fundada y motivada por qué acogió el criterio de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en el amparo en revisión 168/2011, el cual únicamente sirve como criterio orientador, al no constituir jurisprudencia.

29.2. Argumenta que el Juez de Distrito no tomó en consideración que en el ámbito de la competencia del IFAI solamente está tutelar los derechos humanos de acceso a la información pública y  proteger los datos personales, con la atribución de interpretar la ley que lo rige, pero solamente en el orden administrativo y por tanto, no puede determinar la existencia de violaciones graves a los derechos humanos o delitos de lesa humanidad, pues considera que se contravendrían las disposiciones legales y tratados internacionales, en mérito de los cuales se encuentran establecidos los medios y autoridades idóneas para efectuar la valoración y determinación mencionada. 

29.3. En el segundo agravio, sostiene que el Juez de Distrito viola el principio de estricto derecho ya que estudia temas que van más allá de lo que solicitó la quejosa; en concreto, señala que el Juez se avocó a calificar la existencia de violaciones graves a los derechos humanos y considera que carece de competencia para pronunciarse al respecto. Señala que únicamente los jueces federales en materia penal están facultados para dictar sentencia para determinar si se surte el supuesto del delito, lo que actualiza la posibilidad de que la Comisión Nacional de los Derechos Humanos conforme a lo dispuesto en el último párrafo del artículo 102 constitucional y artículo 6, fracción XV de la ley de la citada Comisión se pronuncie sobre la existencia de las violaciones graves a los derechos humanos.

29.4. En el tercer agravio aduce que indebidamente el Juez de Distrito determinó que resulta incorrecto que el IFAI respalde la reserva formulada por la Procuraduría General de la República, pues debió considerar los principios de confidencialidad, reserva de la información de la investigación o proceso respectivo en la averiguación previa, a fin de no poner en riesgo los derechos de las víctimas y los terceros, como la integridad y la vida, tutelados en la Ley General de Víctimas que reglamentan los artículos 17 y 20 de la Constitución Federal. 

30. IFAI. La autoridad recurrente señala medularmente, lo siguiente:

30.1. En el primer agravio, aduce que le causa agravio el hecho de que el Juez de Distrito afirme que sí cuenta con facultades para pronunciarse prima facie sobre las violaciones graves de derechos humanos únicamente para efectos de asumir y ejercer sus propias competencias en materia de acceso a la información de las averiguaciones previas.

30.2. En el segundo agravio, manifiesta que la sentencia emitida por el Juez de Distrito incumple con los artículos 73 y 74 de la Ley de Amparo que consagran los principios de congruencia y exhaustividad pues soslaya que el Instituto sólo podrá actualizar la excepción prevista en el artículo 14, último párrafo de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, basando su argumento en las conclusiones que emitan las autoridades competentes para determinar si se actualiza dicha excepción. Por ello, considera que el pronunciamiento respecto de si en el caso existen violaciones graves a derechos humanos debe ser analizado por un Juzgado de Distrito en Materia Penal.

31. Ministerio Público. En su escrito de revisión, manifestó lo siguiente:

31.1. En su primer agravio, señaló que la normatividad que rige el acceso a la información en nuestra legislación garantiza la efectividad de un procedimiento administrativo adecuado en sistemas internos accesibles y abiertos que prevén la efectividad de la misma, así como un sistema restringido de excepciones que sólo se aplican cuando exista el riesgo del daño sustancial a los intereses protegidos y cuando ese daño sea mayor que el interés público en general de tener acceso a la información.

31.2. En el segundo agravio sostiene que el juez de amparo erróneamente aplica el criterio que ha sostenido la Corte Interamericana de Derechos Humanos respecto del derecho a la verdad de las víctimas, los familiares más cercanos y la sociedad en su conjunto, en caso de graves violaciones a derechos humanos como una forma de reparación, pues señala que ésta puede limitarse por el interés público y la protección a las víctimas. Además, sostiene que la averiguación previa correspondiente al caso se encuentra en fase de investigación sin haber resultados todavía y por ello, no es dable señalar la existencia de graves violaciones a los derechos humanos por parte de autoridad alguna.

31.3. En el tercer agravio señala que resulta inaplicable el argumento del juez de amparo al señalar que no se considera información reservada las averiguaciones previas que investigan violaciones a derechos humanos porque por un lado, no se han terminado las indagatorias y por otro lado, la quejosa no se encuentra en el supuesto de representar a las víctimas o tener relación directa con ellas. Afirma que de aceptar tal situación cualquier persona apoyando su solicitud en el derecho de la sociedad para conocer de graves violaciones a derechos humanos tendría acceso a las averiguaciones previas obstaculizando y poniendo en riesgo la investigación y por ende, la procuración de justicia.

31.4. En el cuarto agravio sostiene que no le asiste la razón al juez de amparo al señalar que se actualiza el supuesto de excepción dado que la averiguación previa materia del amparo no investiga hechos constitutivos de graves violaciones a derechos humanos o delitos de lesa humanidad, ya que lo que se investiga son delitos diversos, con línea de investigación de homicidio vinculado a la delincuencia organizada en donde aún no se tiene la certeza de quien los haya cometido, por lo que considera inexacto que aún sin tener certeza se ordene el acceso a  la averiguación previa. 

31.5. En el quinto agravio señala que la argumentación realizada por el Juez de Distrito no resulta aplicable, pues pierde de vista que las averiguaciones no hablan de una participación del Estado que haya cometido en perjuicio de sus gobernados, por lo cual no hay una situación de violaciones graves de derechos humanos, sino que el Estado, a través de la autoridad ministerial competente, se encuentra realizando diversas diligencias en las indagatorias competentes a efecto de esclarecer la verdad histórica de los hechos a efecto de que los responsables sean sometidos a juicio y sus autores castigados.

31.6. En el sexto agravio afirma que la resolución recurrida es incongruente, en virtud de que el Juez de Distrito toma en consideración diversas opiniones, las cuales a su vez se sustentan en el acontecer nacional, en lo relativo a la publicidad que se ha generado por distintos medios, mas no por órganos formalmente vigentes, de tal suerte que al no sustentarse en probanza alguna es imprecisa, pues no existe exactitud en las fuentes a partir de las que se generan, extralimitándose en su estudio, dando mayor valor a los informes de las organizaciones de derechos humanos los cuales son orientadores y deja de tomar en cuenta que la investigación materia del amparo aún no ha terminado y por ende, no hay conclusiones que permitan por un lado precisar el delito y por otro, suponiendo sin conceder se trate de violaciones graves de derechos humanos para así sujetarse a todo su razonamiento y estudio.

31.7. En el séptimo agravio aduce que es errónea la apreciación del Juez de Distrito al señalar que el Instituto responsable sí tiene competencia para pronunciarse sobre violaciones graves a derechos humanos, aunque exclusivamente para efectos de brindar o no acceso a la información solicitada, lo cual considera inexacto porque al resolver el amparo en revisión 168/2011 la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación no se mencionó que el Instituto tuviera tal competencia sino que en relación a las graves violaciones de derechos humanos puede pronunciarse eventualmente pero una vez que la autoridad investigadora se pronuncie respecto del tema; es decir, que debe ceñirse a las conclusiones de la autoridad investigadora en relación a las violaciones graves de derechos humanos de los migrantes para efectos del acceso a la información de las averiguaciones previas en el caso concreto. Además, manifiesta que el caso no se ajusta a la determinación de la Primer Sala, respecto a los lineamientos para determinar que una violación a derechos humanos es grave, pues no se contempla de autos y son delitos diversos.

32. Revisión adhesiva. La asociación quejosa se adhiere a los recursos de revisión y formula los siguientes argumentos. 

32.1. Sostiene que es infundado el primer agravio presentado por la Procuraduría General de la República, pues la sentencia dictada por el Juez de Distrito está debidamente fundada y motivada; atiende exhaustivamente los principios de legalidad, exhaustividad y congruencia respecto a los criterios de la Suprema Corte de Justicia de la Nación acogidos por el juez y la normatividad vigente sobre las facultades del Instituto.

32.2. Argumenta que es infundado el tercer agravio presentado por la Procuraduría General de la República porque la sentencia recurrida atiende a los principios de legalidad y no se extralimita o incurre en exceso alguno, respecto de los criterios de la Suprema Corte acogidos por el juez y la normatividad sobre derechos de víctimas, presuntos culpables y terceros involucrados en el procedimiento penal.

32.3. Afirma que la sentencia se encuentra debidamente fundada y motivada, además de que es congruente y exhaustiva respecto a la determinación de que el IFAI sí cuenta con la facultad de pronunciarse prima facie sobre violaciones graves de derechos humanos para efectos exclusivos del acceso a la información. 

32.4. Señala que la sentencia se encuentra debidamente fundada y motivada, además de ser congruente y exhaustiva respecto al pronunciamiento prima facie que realiza el juez sobre la existencia de violaciones graves de derechos humanos en los casos sometidos a su conocimiento.

32.5. Aduce que el recurso de revisión interpuesto por el Ministerio Público de la Federación, en su segundo agravio, es infundado ya que es contrario a los artículos 6 de la Constitución Federal, 19 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, 19 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos así como el artículo 13 de la Convención Interamericana de los Derechos Humanos, respecto de la justificación necesaria para el ejercicio del derecho de acceso a la información.

32.6. Sostiene que el recurso de revisión interpuesto por el Ministerio Público de la Federación, en su segundo agravio, viola el derecho a la verdad, según lo dispuesto por los artículos 18, 20 y 24 de la Ley General de Víctimas, 25, 1(1), 8 y 13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, el Preámbulo y el artículo 24 de la Convención Internacional para la Protección de Todas las Personas contra la Desaparición Forzada, y el Conjunto de principios actualizado para la protección y la promoción de los derechos humanos mediante la lucha contra la impunidad de las Naciones Unidas.

32.7. Afirma que el recurso interpuesto por el Ministerio Público de la Federación desconoce el soporte jurídico que tiene la jurisprudencia de órganos creados en virtud de tratados internaciones de derechos humanos firmados y ratificados por México; y los pronunciamientos realizados por diferentes procedimientos especiales de derechos humanos sobre el estado de los derechos humanos de la población migrante con ocasión de incitaciones expresas del Estado Mexicano.

33. Solicitud del Procurador General de la República. En su escrito, el Procurador solicita a esta Suprema Corte de Justicia de la Nación que ejerza su facultad de atracción para conocer del amparo en revisión 123/2014, del índice del Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, interpuesto en contra de la sentencia de once de abril de dos mil catorce, dictada por el Juez Octavo de Distrito en Materia Administrativa en el Distrito Federal, en el juicio de amparo 1371/2013.

33.1. Al efecto, el Procurador señala que el caso de estudio es de interés y trascendencia pues la litis en el amparo versa sobre la clasificación de reserva de la información respecto de las masacres de cuarenta y nueve personas ocurrida en mayo de dos mil trece y cuyos restos fueron localizados en Cadereyta, Nuevo León; los setenta y dos migrantes encontrados el veintidós y veintitrés de agosto de dos mil diez, y de cuarenta y siete fosas clandestinas en dos mil once, ambos en San Fernando, Tamaulipas. Refiere que dicha clasificación fue efectuada por la Procuraduría y confirmada por el IFAI. Además, manifiesta que es necesario determinar si los hechos contenidos en las averiguaciones previas son constitutivos de violaciones graves a derechos humanos y/o delitos de lesa humanidad y, en su caso, declarar si es o no procedente su publicidad. 

33.2. Por lo anterior, considera que implica un tema de gran interés determinar qué autoridad es la competente para distinguir si se está en estos supuestos y, en general, cómo debe valorar la autoridad administrativa estos casos. Añade que esto permitirá que esta Suprema Corte de Justicia de la Nación avance en la integración de jurisprudencia respecto de los criterios que se deben tomar en cuenta a fin de determinar sobre la publicidad de las averiguaciones previas que investigan tales hechos y la aplicación del último párrafo del artículo 14 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental; asimismo respecto a la reserva absoluta de averiguaciones previas conforme al artículo 16 del Código Federal de Procedimientos Penales, y la excepción al mismo.

33.3. Además, señala que el asunto reviste interés dado que, de permitirse el acceso a una versión pública de la información relacionada con las averiguaciones previas, aun estando las investigaciones en curso, se corre el peligro de prejuzgar sobre la calificación de los tipos penales y las consecuencias jurídicas relacionadas con los hechos delictivos, lo que incide en la posible afectación de valores y la estabilidad del Estado mexicano relacionados con la administración e impartición de justicia. Lo anterior, pues si bien la regla general del derecho a la información pública es el acceso y la máxima publicad, deben tomarse en cuenta los casos de excepción, como las averiguaciones previas, toda vez que las mismas deben mantenerse reservadas dado que la difusión de la información contenida en ellas podría afectar gravemente la persecución de los delitos y con ello el sistema de impartición de justicia.
33.4. Por cuanto hace al requisito de trascendencia del asunto sostiene que esta Suprema Corte debe definir si el Ministerio Público de la Federación y, en este caso, el IFAI, tienen la facultad de resolver y determinar por sí y ante sí qué averiguaciones previas constituyen violaciones graves a derechos humanos y/o delitos de lesa humanidad, siendo que las indagatorias se encuentran en curso. En esta tesitura, refiere que la primera autoridad únicamente está facultada constitucionalmente para llevar a cabo la investigación de los delitos y la segunda, para establecer en el aspecto administrativo la procedencia del acceso a la información; sin embargo, ninguna de las dos tiene facultades para calificar y decidir que los hechos motivo de las averiguaciones previas son delitos de lesa humanidad ni definir qué hechos constituyen violaciones grabes a los derechos humanos.

Estudio de la primera cuestión. ¿La solicitud cumple con los requisitos formales para el ejercicio de la atracción por parte de la Suprema Corte de Justicia de la Nación?
34. La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido que la facultad discrecional de atracción es un medio excepcional de control de la legalidad con el que cuenta la Suprema Corte de Justicia de la Nación para atraer asuntos que en principio no serían de su competencia. Para poder ejercerla, es menester que se acrediten en primer lugar los siguientes requisitos formales o de procedencia que colman el aspecto de legalidad: (i) que se ejerza de oficio o que se realice petición fundada por parte de quien se encuentre legitimado para ello; y (ii) que se trate de uno de los supuestos contemplados en el artículo 107, fracciones V, inciso d), segundo párrafo y VIII, inciso b), segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

35. En el caso que nos ocupa queda plenamente satisfecho el primer requisito, ya que la petición la formula el Procurador General de la República, lo cual se advierte del escrito que obra en las páginas 3 a 6 del cuaderno en que se actúa. 

36. El segundo requisito formal también se cumple, toda vez que el objeto de dicha solicitud es que este Alto Tribunal conozca del amparo en revisión 123/2014 del índice del Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito. 
Estudio de la segunda cuestión. ¿El amparo en revisión 123/2014 del índice del Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito reviste los requisitos materiales de importancia y trascendencia para que esta Suprema Corte de Justicia conozca del asunto?
37. Esta Primera Sala ha orientado su posición en cuanto a los conceptos “interés” y “trascendencia”, en la tesis de jurisprudencia de rubro: “FACULTAD DE ATRACCIÓN. REQUISITOS PARA SU EJERCICIO”
. Atendiendo a dicho criterio, es posible concluir que el primer requisito para que esta Primera Sala ejerza su facultad de atracción, atinente a que el asunto tenga interés, debe determinarse a partir de las notas relativas a la naturaleza intrínseca del asunto, tanto desde el punto de vista jurídico como extrajurídico. Es decir, el caso debe revestir un interés superlativo, mismo que se puede ver reflejado en la posible afectación o alteración de valores sociales, políticos o, en general, de convivencia, bienestar o estabilidad del Estado.
38. Por su parte, la trascendencia consiste en el carácter excepcional o novedoso del caso particular y la posibilidad de fijar un criterio estrictamente jurídico en lo futuro, lo cual puede derivar, ya sea de la complejidad sistémica que presenta, su interdependencia jurídica o procesal, o porque el pronunciamiento que llegara a sustentarse en el mismo repercutirá de manera importante en la solución de múltiples asuntos. 

39. Puntualizado lo anterior, en respuesta a la segunda pregunta formulada para la solución de este asunto, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación estima que sí es posible que el análisis del amparo en revisión 123/2014 del índice del Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito revista los requisitos materiales de importancia y trascendencia para que esta Suprema Corte de Justicia conozca del asunto.
40. Las cuestiones fácticas que dieron origen al presente caso,                —referente a la masacre de setenta y dos migrantes en San Fernando, Tamaulipas el veintidós de agosto de dos mil diez; las ciento noventa y tres personas encontradas muertas en cuarenta y siete fosas clandestinas en Tamaulipas; y las cuarenta y nueve personas masacradas en Cadereyta, Nuevo León, en mayo de dos mil doce—, y el contraste de los argumentos jurídicos ofrecidos en la sentencia de amparo con los que se vierten en los tres recursos de revisión que tendría que analizar esta Suprema Corte si atrae el conocimiento del caso hablan por sí solos y muestran sobradamente su interés y trascendencia. 

41. El caso goza de un interés superlativo en el plano social, político y de convivencia en el Estado Mexicano, y su resolución podría llevar a fijar un criterio normativo importante y trascendente para la construcción de un área jurisprudencial relevante en relación al derecho de acceso a la información pública cuando esté vinculada con averiguaciones previas.  

42. En efecto, como ha quedado referido en los antecedentes, el caso deriva de una diferencia sustancial entre la asociación civil quejosa y las autoridades recurrentes —Procuraduría General de la República, IFAI y Ministerio Público— sobre la interpretación y debida aplicación en un caso concreto de dos artículos legales cuya interacción normativa exige mayor desarrollo hermenéutico: el artículo 16 del Código Federal de Procedimientos Penales, por un lado, y el artículo 14 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental. Esto es, sobre la excepción a la regla general de reserva de la información integrada en averiguaciones previas, concretamente, cuando existan violaciones graves a derechos humanos. De conocer del asunto, la Suprema Corte estaría en posibilidad de pronunciarse sobre el modo constitucionalmente más adecuado de interpretar cada una de estas normas y sobre la forma en que deben conjugarse y armonizarse sus respectivas exigencias jurídicas para que el resultado sea congruente con el contenido del artículo 6° de la Constitución Federal. 

43. En términos generales, a través de la resolución del asunto, se podría analizar el alcance y los límites de las facultades de decisión de las instancias  encargadas de garantizar la transparencia en la actuación de entidades y dependencias gubernamentales, y la manera en que se articulan con las facultades de los jueces constitucionales. 

44. En efecto, de conocer del asunto y darse los requisitos procesales para ello, se podrían abordar tópicos de gran relevancia, tales como:
a) ¿Cómo debe interpretarse la excepción a la regla general de reserva de la información integrada en averiguaciones previas, prevista en el artículo 14 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental? Al respecto, ¿cuándo existen violaciones graves a derechos humanos? 

b) ¿Qué órganos tienen facultades para determinar la clasificación de la naturaleza de ciertas informaciones, como puede ser la reserva en averiguaciones previas? 
c) ¿Qué órganos tienen facultades para determinar la excepción a una clasificación dada?

d) ¿Qué órganos están facultados para determinar cuándo se está frente a un caso que involucre violaciones graves a derechos humanos, que actualice la excepción prevista en el artículo 14 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental?

e) ¿Qué órganos están facultados para determinar cuándo se está frente a un caso que involucre delitos de lesa humanidad, que actualice la excepción prevista en el artículo 14 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental?

f) ¿El IFAI puede realizar dicha determinación de manera prima facie para efectos de brindar o no acceso a la información? ¿Debe existir necesariamente un pronunciamiento previo de la autoridad investigadora que califique si los hechos respecto de los cuales se solicita información perteneciente a una averiguación previa constituyen violaciones graves a derechos humanos y/o delitos de lesa humanidad? 
g) ¿Cuáles tendrían que ser los parámetros o estándares a seguir para estimar actualizada la excepción prevista en el artículo 14 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental?
h) ¿Qué sujetos pueden solicitar las versiones públicas de las averiguaciones previas? ¿Tendrían que acreditar algún interés particular o puede entregarse a cualquier gobernado?
i) De permitirse el acceso a una versión pública de la información relacionada con averiguaciones previas, aun estando las investigaciones en curso, ¿se corre el peligro de prejuzgar sobre la calificación de los tipos penales y las consecuencias jurídicas relacionadas con los hechos delictivos, afectando la administración e impartición de justicia?
45. En suma, y siempre a reserva de lo que finalmente proceda una vez se haya realizado el estudio cuidados del caso, el conocimiento de los recursos de revisión puede dar pie a la Suprema Corte para sentar, revisar y/o consolidar criterios sobre el grado de secrecía o confidencialidad que pueden tener las actuaciones bajo expediente de las autoridades ministeriales en averiguaciones previas en curso, sobre las hipótesis en que las autoridades encargadas de investigar y perseguir los delitos deben transparentar su labor a los ciudadanos y, en términos más generales, sobre el derecho de acceso a la información previsto en el artículo 6° de la Constitución Federal y el llamado derecho a la verdad en casos de violaciones graves a derechos humanos. 

46. Máxime, cuando los precedentes emitidos por la Suprema Corte de Justicia de la Nación que están vinculados con los temas a dilucidar, como son notablemente los amparos en revisión 168/2012
 y 173/2012
 resueltos por esta Primera Sala, constituyen únicamente criterios aislados. 
47. Finalmente, es necesario apuntar que las razones para ejercer la facultad de atracción de un determinado caso no resultan de estudio obligado al analizar el fondo del asunto. Así lo ha señalado esta Primera Sala en la jurisprudencia de rubro: “FACULTAD DE ATRACCIÓN. LAS RAZONES EMITIDAS POR LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN PARA EJERCERLA NO SON DE ESTUDIO OBLIGADO AL ANALIZARSE EL FONDO DEL ASUNTO”.
 
VI. DECISIÓN 

48. En las condiciones relatadas, lo procedente es ejercer la facultad de atracción para conocer del amparo en revisión 123/2014 del índice del Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito.

49. En consecuencia, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación,

RESUELVE:
PRIMERO. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ejerce la facultad de atracción para conocer del amparo en revisión 123/2014 del índice del Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito.

SEGUNDO. Devuélvanse los autos a la Presidencia de esta Primera Sala para los efectos legales correspondientes.

Notifíquese, cúmplase y, en su oportunidad, archívese el expediente como asunto concluido.

Así lo resolvió la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por unanimidad de cinco votos de los señores Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz (Ponente), Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Presidente Jorge Mario Pardo Rebolledo.

Firman el Ministro Presidente de la Primera Sala y el Ministro Ponente, con el Secretario de Acuerdos que autoriza y da fe.

PRESIDENTE DE LA PRIMERA SALA 

MINISTRO JORGE MARIO PARDO REBOLLEDO
PONENTE

MINISTRO JOSÉ RAMÓN COSSÍO DÍAZ

SECRETARIO DE ACUERDOS 

DE LA PRIMERA SALA

LIC. HERIBERTO PÉREZ REYES.
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� Los presentes antecedentes se deducen del análisis efectuado a las constancias del expediente relativo al amparo indirecto 1371/2013 del índice del Juzgado Octavo de Distrito en Materia Administrativa en el Distrito Federal.


� Oficio número SJA/DGAJ/6611/2013 de 29 de abril de 2013, emitido por el Director General de Asuntos Jurídicos de la Procuraduría General de la República, en respuesta a la solicitud de acceso a la información con número de folio 0001700103813.


Boletín de prensa número 1040/10, publicado por la Procuraduría General de la República el 29 de agosto de 2010, intitulado “Arraigan por 40 días al indiciado en el caso del homicidio de los 72 indocumentados”.


Boletín de prensa número 1050/10, publicado por la Procuraduría General de la República el 1 de septiembre de 2010, intitulado “PGR tiene bajo su custodia a otro testigo de los hechos de San Fernando, Tamaulipas”


Boletín de prensa número 1051/10, publicado por la Procuraduría General de la República el 1 de septiembre de 2010 intitulado “Se continúa con las investigaciones de los hechos relacionados con San Fernando, Tamaulipas”


Boletín de prensa número 1063/10, publicado por la Procuraduría General de la República el 5 de septiembre de 2010, intitulado “El gobierno de México traslada los cuerpos de 11 salvadoreños, identificados con la participación de expertos de ese país”


Boletín de prensa número 1189/10, publicado por la Procuraduría General de la República, el 16 de octubre de 2010, intitulado “Se cumplimenta orden de aprehensión contra ocho presuntos implicados en la muerte de 72 migrantes”


Boletín de prensa número 093/11, publicado por la Procuraduría General de la República el 31 de enero de 2011, intitulado “PGR Ofrece recompensas por información de las personas que planearon y ejecutaron”


Boletín de prensa número 1568/11, publicado por la Procuraduría General de la República el 14 de noviembre de 2011, intitulado “Arraiga SIEDO a una persona, por secuestro de migrantes”


Boletín de prensa número 214/12, publicado por la Procuraduría General de la República el 13 de mayo de 2012, intitulado “Hechos de violencia no quedarán impunes”


� Adjuntó copia del oficio número SJAI/DGAJ/622/2013 de fecha 29 de abril de 2013, cuyo contenido resulta idéntico al oficio diverso SJAI/DGAJ/6611/2013, otorgado en respuesta a la solicitud de acceso con número de folio 0001700105113. Además, adjuntó copia de los boletines de prensa referidos en la nota al pie anterior.


� Resolución visible en las páginas 79 a 144, vuelta, del cuaderno del juicio de amparo 1371/2013.


� La modificación de la respuesta fue en los siguientes términos:


“(…) Confirmar la clasificación invocada por el sujeto obligado con base en lo dispuesto en el artículo 14, fracciones I y III de la Ley de la materia, en relación con el artículo 16 del Código Federal de Procedimientos Penales, respecto del expediente en que constan la investigaciones realizadas por la autoridad, correspondiente a los restos hallados en los casos de los 72 migrantes encontrados el 22 y 23 de agosto de 2010 y del caso de 47 fosas clandestinas en 2011, ambos en San Fernando , Tamaulipas, así como de los restos localizados en Cadereyta, Nuevo León (….)”


“ (…) Revocar la clasificación que de la información solicitada efectuó el sujeto obligado, con fundamento en los artículos 13, fracción V, 14, fracciones I y III, de la LFTAIPG, en relación con el artículo 16 del Código Federal de Procedimientos Penales. En consecuencia, se instruye al sujeto obligado a que entregue a la recurrente al información consistente en las actas de depositaria, documentos que dan cuenta del lugar en que se encuentran los restos pendientes de identificar, hallados en los diversos eventos referidos por la (sic) recurrentes.


� Cuaderno del Juicio de Amparo 1371/2013. Páginas 2 a 68.


� Ibid. Páginas 218 a 220.


� Ibid. Páginas 322 y 323.


� Cuaderno del Amparo en Revisión123/2014. Páginas 3 a 14.


� Ibid. Páginas 15 a 36.


� Ibid. Páginas 61 a 85.


� Ibid. Página 86.


� Ibid. Páginas 95 a 123.


� Ibid. Página 124.


� Cuaderno en que se actúa. Páginas 9 a 12.


� Ibid. Página 32.


� Ibid. Páginas 69 y 70.


� Ibid. Página 75.


� Ibid. Páginas 93 y 94.


� Ibid. Página 95.


� Véase: Solicitud de Facultad de Atracción 43/2004-PL, relacionada con el Juicio de Amparo 16/2004. Procurador General de la República. 10 de noviembre de 2004. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: Ministro José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Miguel Enrique Sánchez Frías. 


� El texto es el siguiente: “La facultad discrecional de atracción es el medio excepcional de control de la legalidad con rango constitucional con el que cuenta la Suprema Corte de Justicia de la Nación para atraer asuntos que, en principio, no son de su competencia originaria, pero que revisten interés y trascendencia. Ahora bien, con el objeto de establecer un criterio que sistematice y defina hacia el futuro el marco en el que debe ejercerse dicha facultad, y tomando en cuenta que pueden distinguirse elementos de carácter cualitativo y cuantitativo para determinar si se actualiza o no su ejercicio, se estima necesario utilizar los conceptos "interés" e "importancia" como notas relativas a la naturaleza intrínseca del caso, tanto jurídica como extrajurídica, para referirse al aspecto cualitativo, y reservar el concepto "trascendencia" para el aspecto cuantitativo, para así reflejar el carácter excepcional o novedoso que entrañará la fijación de un criterio estrictamente jurídico. Además, la trascendencia se deriva de la complejidad sistémica que presentan algunos asuntos por su interdependencia jurídica o procesal; esto es, aquellos que están relacionados entre sí de tal forma que se torna necesaria una solución que atienda a las consecuencias jurídicas de todos y cada uno de ellos. Así, para ejercer la facultad establecida en el artículo 107, fracciones V, inciso d), segundo párrafo, y VIII, inciso b), segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, deben acreditarse, conjuntamente, los siguientes requisitos: 1) que a juicio de este Alto Tribunal, la naturaleza intrínseca del caso permita que éste revista un interés superlativo reflejado en la gravedad del tema, es decir, en la posible afectación o alteración de valores sociales, políticos o, en general, de convivencia, bienestar o estabilidad del Estado mexicano relacionados con la administración o impartición de justicia; y 2) que el caso revista un carácter trascendente reflejado en lo excepcional o novedoso que entrañaría la fijación de un criterio jurídico trascendente para casos futuros o la complejidad sistémica de los mismos, también a juicio de la Suprema Corte de Justicia de la Nación”. Tesis 1a./J. 27/2008, de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, tomo XXVII, abril de 2008, página 150, registro 169885. 


� Resuelto en sesión de treinta de noviembre de dos mil once por unanimidad de cinco votos, bajo la ponencia del Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 


� Resuelto en sesión de seis de febrero de dos mil trece por mayoría de tres votos de los señores Ministros, bajo la ponencia del Ministro José Ramón Cossío Díaz. 


� El texto es: “Las razones emitidas por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación para ejercer la facultad de atracción de un caso no son de estudio obligado al analizarse el fondo del asunto, porque la naturaleza de dicha facultad es la de un estudio preliminar que tiene como fin determinar si un amparo directo o uno en revisión reúne los requisitos constitucionales de "interés" y "trascendencia", para que el alto tribunal pueda arribar a una conclusión informada en relación con la naturaleza intrínseca de un asunto y así fallar respecto a si debe atraerse o no. Además, al analizar un amparo directo o uno en revisión, la Primera Sala puede encontrarse, por un lado, con una barrera insuperable como sería una causal de improcedencia, lo que impediría entrar al fondo del asunto y obligaría a apartarse de las razones esgrimidas para atraerlo, ya que las causales de improcedencia constituyen una cuestión de orden público y, por otro, con problemas no advertidos o con vertientes distintas del mismo problema a las señaladas en la sentencia que determina el ejercicio de la facultad de atracción”. Tesis 1a./J. 24/2013, consultable en la Décima Época, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XVIII, marzo de 2013, tomo 1, página 400, registro 2003041.
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